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Abstract: The Judicialization of the Struggle for Access to Housing in Buenos Aires  
This paper addresses the analysis of a new yet scarcely considered phenomenon in the field 
of studies concerning protests in Argentina in particular, and in Latin America in general: 
the judicialization of social demands. One particular example of this phenomenon centres on 
the major role that slums have played in the struggle for housing in Buenos Aires City dur-
ing the past decade. The analysis is based on a case study of the judicialization of the de-
mands of a new informal urban settlement called Playon de Chacarita. Drawing from the 
findings of this research, the article reflects on some of the recent transformations in Argen-
tine society and the effects these are having on the expression of politics of low-income 
classes. It also offers some perspectives on the challenges that the poorest urban sectors are 
currently facing in demanding the realization of their rights. Keywords: judicialization, col-
lective action, social rights, housing, Buenos Aires. 

Resumen:  
Este artículo se aboca al análisis de un fenómeno novedoso y escasamente examinado en el 
campo de los estudios sobre la protesta en Argentina, y en América Latina en general: la 
judicialización de los reclamos sociales. El papel protagónico de las villas y los nuevos 
asentamientos urbanos en la lucha por la vivienda que se ha venido desarrollando durante la 
última década en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires configura un ejemplo saliente en el 
marco de este fenómeno. El análisis se apoya en un estudio de caso, la judicialización de los 
reclamos de un nuevo asentamiento urbano llamado Playón de Chacarita. A partir de los 
hallazgos de esta investigación, el artículo reflexiona sobre algunas transformaciones recien-
tes en la sociedad argentina y sus efectos en las expresiones políticas de las clases populares. 
También ofrece algunas perspectivas sobre los desafíos que enfrentan actualmente los secto-
res urbanos más destituidos para exigir la efectivización de sus derechos. Palabras clave: 
judicialización, acción colectiva, derechos sociales, vivienda, Buenos Aires. 
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Introducción 

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) vive una crisis habitacional 
que se agrava año a año. Las políticas urbanas implementadas durante las últi-
mas décadas condujeron a un aumento sostenido en el número de hogares en 
situación de vulnerabilidad socio-habitacional. En el último período intercensal 
(2001-2010) la población de la ciudad se mantuvo relativamente estable (au-
mentó sólo un 4 por ciento), mientras que la población de las villas y NAU 
experimentó un aumento muy significativo: alcanzó 107.805 personas en 2001 
y 163.587 en 2010. Las villas (‘miseria’ o ‘de emergencia’) son urbanizaciones 
informales surgidas en la década de 1940, producto de ocupaciones de tierra 
urbana vacante que: producen tramas urbanas irregulares; cuentan con una 
buena localización; se asientan mayoritariamente en tierras fiscales; responden 
a la suma de prácticas individuales y diferidas en el tiempo; poseen una alta 
densidad poblacional; actualmente los pobladores son trabajadores poco califi-
cados o informales. La composición de la población muestra la heterogeneidad 
de la pobreza, incluyendo a ‘antiguos’ villeros, nuevos migrantes (del interior y 
de países limítrofes) y sectores pauperizados, todos ellos portadores de ads-
cripciones estigmatizantes (Cravino, 2006). Por su parte, los NAU son núcleos 
poblacionales surgidos en la década de 1990, ubicados en zonas intersticiales y 
no aptas para la urbanización, con elevados grados de precariedad, sin servi-
cios, y no comprendidos dentro de ninguno de los planes previstos por el Esta-
do para la radicación o urbanización. En 2012, la Encuesta Anual de Hogares 
(EAH) señalaba que la población total de la CABA ascendía a 3.072.464 per-
sonas, de las cuales un 6 por ciento residía en viviendas ubicadas en villas y un 
4 por ciento en viviendas ubicadas en inquilinatos, hoteles familiares, pensio-
nes e inmuebles usurpados/tomados; es decir, un 10 por ciento de la población 
de la ciudad padecía alguna forma de precariedad habitacional. 
 Durante el kirchnerismo, a nivel nacional se implementó un conjunto de 
políticas habitacionales orientadas a la ‘emergencia’ social y a la reactivación 
económica a través del sector de la construcción, en un contexto de recupera-
ción de la crisis económica y política que estalló en 2001. Este movimiento 
político fue iniciado por Néstor Kirchner, quien asumió la presidencia argenti-
na en 2003, y continuado por su esposa, Cristina Fernández, quien triunfó en 
las elecciones presidenciales de 2007 y 2011. Por su parte, con la paulatina 
consolidación del macrismo en el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires (GCBA), la capital del país asistió a un proceso regresivo y de fragmen-
tación de las políticas habitacionales, especialmente aquellas destinadas a los 
hábitats populares. Mauricio Macri, líder del partido político PRO y actual Pre-
sidente de Argentina, llegó al GCBA en 2007, siendo reelecto para el mismo 
cargo en 2011. El PRO ganó nuevamente las elecciones para el GCBA en 
2015, asegurando la continuidad de estas políticas habitacionales. Las adminis-
traciones del PRO en el GCBA también han incumplido un conjunto de marcos 
regulatorios de los derechos habitacionales de los sectores más vulnerables 
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(Rodríguez et al., 2011). La Ley Nro. 148/1998,1 sancionada en el marco de la 
autonomización política de la ciudad, establece la atención prioritaria a la pro-
blemática social y habitacional en las villas y otros barrios precarios. Esta ley 
fija plazos y estrategias concretas para iniciar procesos de urbanización con 
participación de los habitantes de los barrios afectados por carencias de infraes-
tructura, situaciones de irregularidad en la tenencia de tierras y/o viviendas, y 
condiciones de precariedad en las viviendas. También dispone la creación de 
una Comisión Coordinadora Participativa (CCP) ‘para el diagnóstico, propues-
ta, planificación y seguimiento de la ejecución de las políticas sociales habita-
cionales’. El incumplimiento de esta ley durante casi dos décadas subyace a la 
emergencia de un nuevo conjunto de estrategias de movilización política o, 
más precisamente, de judicialización de las demandas de urbanización, radica-
ción definitiva, regularización dominial y provisión de servicios públicos de los 
habitantes de las villas y NAU de la CABA. 
 El Playón de Chacarita es uno de los barrios que, durante los últimos años, 
han protagonizado procesos de movilización socio-legal por sus derechos habi-
tacionales. Generalmente caracterizado como NAU, se trata de un barrio surgi-
do en la década de 1990 y consolidado durante los años previos y posteriores a 
la crisis de 2001.2 Se emplaza en terrenos linderos a una estación de ferrocarril, 
en el tradicional barrio porteño de Chacarita. Desde mediados de la década de 
2000 ha venido experimentando un sostenido crecimiento poblacional y edili-
cio. Si bien el último censo nacional (2010) contabilizó 2.324 habitantes, se 
estima que en la actualidad su población duplica ese volumen. El acelerado 
crecimiento del barrio ha repercutido en niveles dramáticos de hacinamiento y 
precariedad habitacional. Al igual que sucede en otros barrios de características 
similares, su población es marcadamente migrante, principalmente de origen y 
ascendencia peruana (Vaccotti, 2017).  
 Este artículo indaga en los efectos de la intervención del poder judicial en 
los campos políticos locales. Específicamente se pregunta por los impactos de 
los procesos de judicialización en la organización política y la 
(re)configuración de los repertorios de la acción colectiva de los sectores popu-
lares, así como en las diferentes dimensiones que adopta su búsqueda de reco-
nocimiento. El trabajo presenta un conjunto de hallazgos surgidos de un estu-
dio de caso – el Playón de Chacarita – realizado entre los años 2011 y 2014, y 
basado en métodos cualitativos: entrevistas en profundidad (a delegados y refe-
rentes barriales, militantes de organizaciones sociales y políticas, y funciona-
rios públicos), observación (en asambleas, reuniones, cortes de calle, protestas 
y reuniones con funcionarios) y análisis documental.3  
 El artículo se estructura de la siguiente forma: primero, introduce un con-
junto de consideraciones sobre la judicialización de los derechos sociales y del 
derecho a la vivienda; seguidamente, describe la movilización socio-legal por 
la vivienda llevada adelante por villas y NAU de la CABA; luego, analiza es-
pecíficamente la experiencia de ‘intervención judicial’ para la regularización 
de la representación política del Playón de Chacarita; a continuación, subraya 
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los desafíos que impone la lucha por la ‘urbanización’ una vez alcanzadas cier-
tas conquistas parciales a través de la vía judicial; por último, indaga en las im-
plicancias de esta experiencia en la politicidad popular que se configura en éste y 
otros barrios populares; a modo de cierre, plantea unas breves conclusiones.  

La judicialización del derecho a la vivienda en Buenos Aires 

Si bien el derecho a la vivienda tiene jerarquía de derecho humano fundamen-
tal en la Argentina y en la CABA, desde el punto de vista interpretativo se aso-
cia a la protección de los grupos sociales más vulnerables. Se trata de un dere-
cho más controvertido que otros derechos económicos, sociales y culturales, 
como la salud y la educación, cuya universalidad concierta mayores consensos 
(Bercovich et al., 2013). La CABA ofrece un ámbito social, político e institu-
cional complejo, sofisticado y desarrollado para la emergencia y evolución de 
prácticas emancipatorias de los sectores más destituidos, pero también impone 
varios obstáculos. El Poder Ejecutivo no cuenta con una planificación para ha-
cer frente a la problemática habitacional, el Tribunal Superior de Justicia exhi-
be una interpretación restrictiva del alcance del derecho a la vivienda, y el Po-
der Legislativo manifiesta dificultades para abordar la cuestión en forma inte-
gral. En este escenario, los sectores excluidos de las instituciones – cuyos dere-
chos habitacionales se ven vulnerados – desarrollan estrategias diversas para 
mejorar sus condiciones de vida; estrategias que, en las últimas décadas, han 
incluido crecientemente el recurso a instancias judiciales.  
 El término judicialización alude a procesos que implican a instancias del 
Poder Judicial en problemáticas que usualmente se dirimen en otros campos 
(Smulovitz, 2008), produciendo así un aumento de la actividad judicial en la 
vida política y social. Señala el proceso mediante el cual diferentes actores po-
líticos y sociales optan por recurrir a la justicia para defender sus intereses. No 
se trata de un fenómeno nuevo; no obstante, a partir de la década de 1980 se 
observa un significativo incremento de la participación de los tribunales en la 
revisión de las políticas públicas, así como un uso creciente de recursos judi-
ciales para demandar cuestiones sociales y políticas por parte de distintos acto-
res sociales. Este último fenómeno, bastante más reciente, ha sido denominado 
judicialización de los conflictos (Smulovitz, 2008) o judicialización de la polí-
tica (Sieder et al., en Arqueros et al., 2013). Su extensión se vincula con cam-
bios normativos e institucionales más amplios, como los procesos de estandari-
zación jurídica y de reformas constitucionales y judiciales llevados adelante 
por los países latinoamericanos durante las últimas décadas (Arqueros et al., 
2013). Las reformas inscriptas en el ciclo de la autonomización política de la 
ciudad resultan clave: en 1996 – en el marco de un proceso de reforma del Es-
tado argentino – se concedió estatuto autónomo a Buenos Aires, cuya Consti-
tución incluyó el derecho a la vivienda digna y al hábitat adecuado, y la defi-
nición de la radicación definitiva como política urbana hacia las villas.  
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 El aumento en las movilizaciones legales en Argentina se vincula con una 
nueva estructura de oportunidad legal favorable, configurada a partir de un 
conjunto de reformas legales, y con una creciente disponibilidad de recursos 
estratégicos para la construcción de acciones colectivas contenciosas que recu-
rran al derecho. Estos factores se imbrican con dos procesos adicionales y 
complementarios que ayudan a comprender la legitimidad de las políticas de 
derechos en la democracia argentina, y la consolidación de un repertorio de 
derechos en la última década. Estos procesos son: la centralidad del discurso de 
derechos humanos y el tratamiento jurídico de los conflictos durante la transi-
ción democrática, y la conformación de una comunidad legal garantista en la 
interpretación de derechos, que supera al campo de las asociaciones civiles. Se 
trata de ‘una nueva relación entre el discurso jurídico y el lenguaje político en 
el tratamiento de problemas comunitarios, imantado por el enfoque de dere-
chos’ (Delamata, 2013a, p. 151). En la CABA estos cambios se vinculan con la 
creación de un nuevo Poder Judicial, cuyos rasgos particulares fueron modela-
dos en el marco del ciclo de autonomización política de la ciudad. Por un lado, 
ingresaron nuevos jueces, formados en el paradigma de los derechos humanos.4 
Por otro lado, la defensa pública de la ciudad fue pionera en la presentación de 
demandas por el derecho a la vivienda, algo poco frecuente en otras jurisdic-
ciones del país (Arcidiácono y Gamallo, 2014).  
 El mayor desarrollo de estándares jurisprudenciales sobre derechos sociales 
y la consolidación de la Justicia como instancia de contralor de las políticas 
sociales, son corolarios del uso progresivo y la evolución del enfoque de dere-
chos. Esta perspectiva actualmente trasciende a lo que el Estado no debe hacer, 
abarcando también aquello que éste debe hacer para lograr la realización de los 
derechos civiles, políticos, y sociales, económicos y culturales. Este enfoque 
surge del mandato constitucional y de los tratados internacionales de derechos 
humanos, incluye una serie de principios – igualdad, no discriminación y auto-
nomía de los ciudadanos –, y establece un conjunto de estándares para medir la 
‘calidad’ de los derechos, como la participación de los destinatarios de políti-
cas en su diseño y en el proceso judicial (Abramovich y Pautassi, 2009).  
 Las organizaciones sociales ocupan un lugar central en estos procesos. En 
la dinámica de creación de nuevos derechos en la Argentina democrática, los 
derechos y las organizaciones se fueron entrelazando de formas específicas, 
generando un repertorio: ‘un modelo en el que la experiencia acumulada de los 
actores se entrecruza con las estrategias de las autoridades, dando como resul-
tado un conjunto de medios de acción más práctico, más atractivo y más fre-
cuente que muchos otros medios que podrían, en principio, servir los mismos 
intereses’ (Tilly, 1984 en Delamata, 2013b, p. 308). Durante las últimas dos 
décadas este repertorio también se ha nutrido de otros procesos, como las ocu-
paciones de tierras, los cortes de ruta, las revueltas y los saqueos. Estos ele-
mentos, que dan cuenta de la inscripción territorial de los sectores populares,5 
han ido transformando progresivamente el repertorio clásico, que gravitaba en 
torno a los sindicatos y los partidos políticos (Merklen, 2010).  
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 En Argentina, el análisis de los ‘usos contra-hegemónicos o contestatarios 
del derecho’ debe prestar atención a la constitución de un ‘espacio activista’ 
que incluye a actores, sociales e institucionales diversos, nucleados en torno a 
una perspectiva renovadora, en el contexto de las transformaciones sociales y 
económicas actuales (Delamata, 2013a). Los discursos basados en derechos 
constituyen una de las herramientas fundamentales que permiten a los colecti-
vos formar nuevas ciudadanías (nuevas formas de pertenencia a la comunidad), 
por fuera de la ciudadanía nacional-estatal (Holston, 2009). Esta perspectiva 
resulta crucial, teniendo en cuenta que un número significativo de los habitan-
tes (y representantes políticos) de las villas que se involucran en estos procesos 
de movilización socio-legal son migrantes de países suramericanos, colectivos 
fuertemente estigmatizados e históricamente excluidos de la arena pública.  

El activismo socio-legal por la vivienda de las villas  

Las demandas de los habitantes de las villas ante la Justicia constituyen un 
ejemplo destacado de los procesos de judicialización de reclamos por DESC en 
Argentina. En los procesos desarrollados durante la última década, ‘los tribuna-
les entendieron que podían contribuir a generar respuestas ante lo que han ve-
nido considerando una afectación colectiva de derechos’ (Delamata, 2013a, p. 
160). En ese período se multiplicaron las acciones judiciales locales contra el 
GCBA, orientadas a garantizar el derecho a la vivienda y al hábitat de los habi-
tantes de distintas villas. A través de las sentencias surgidas de estas acciones, 
se le impuso al gobierno la ejecución de políticas y servicios, con efectos mate-
riales sobre las condiciones de vida de las personas que habitan en estos ba-
rrios. Mediante la presentación de acciones judiciales colectivas, organizacio-
nes que desarrollan litigio de interés público, funcionarios del Ministerio Pú-
blico, particulares y magistrados, interactuando de manera estratégica, logra-
ron: comprometer la entrega de viviendas y asegurar el control de la entrega 
definitiva, obtener el saneamiento ambiental de tierras destinadas a la urbani-
zación, proteger judicialmente – mediante la prestación de servicios mínimos – 
la toma de terrenos sobre los que existían acuerdos previos de urbanización, 
proveer agua potable de manera permanente y, ‘algo que afecta todo lo demás, 
regularizar el procedimiento electoral en las villas y organizar nuevos comi-
cios, a fin de romper con la inercia política dominante’ (Delamata, 2013a, p. 
162).  
 Respecto al último punto, entre 2004 y 2007 se presentaron varias acciones 
judiciales por procesos electorales en villas (Cravino et al., 2013). En 2008 se 
presentó una acción de amparo6 colectivo que incluyó a todas las villas y 
NAUs de la ciudad, solicitando que se ‘intervengan judicialmente’, a los efec-
tos de regularizar sus procesos eleccionarios y garantizar su transparencia. Las 
medidas cautelares solicitadas fueron concedidas en 2009; los considerandos 
de la sentencia afirmaban que el incumplimiento de la Ley Nro. 148/1998 afec-
taba los derechos políticos de los habitantes de las villas ‘al no existir autorida-
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des barriales democrática y regularmente elegidas, que funcionen como inter-
locutores válidos entre las necesidades de los habitantes de sus barrios y los 
otros poderes del Estado’. Esta sentencia desencadenó un aumento en la activi-
dad judicial sobre derechos sociales de los habitantes de las villas de la CABA.  
 El proceso de movilización socio-legal por el derecho a la vivienda da 
cuenta de una notable apertura del sistema judicial de la CABA a grupos socia-
les históricamente marginados, como los habitantes de las villas y los migran-
tes. En el pasado, el contacto entre estos grupos y el Poder Judicial se daba 
bajo circunstancias muy diferentes: por ejemplo, en el marco de procedimien-
tos penales por delitos como la intrusión y la ocupación.7 Si bien esta apertura 
señala un efecto de democratización, es preciso remarcar que el acceso a la 
justicia de estos sectores aún enfrenta prácticas discriminatorias y estigmati-
zantes en el seno de esta institución, que se interponen como límites de este 
efecto de democratización.  
 La movilización socio-legal del Playón de Chacarita comenzó en 2008. El 
barrio no contaba con servicios provistos por el Estado, sólo con infraestructu-
ra precaria construida por los habitantes. La primera acción judicial emprendi-
da por los vecinos, una demanda al GCBA para que proveyera servicios en el 
barrio, se realizó con el apoyo de legisladores y agrupaciones políticas de opo-
sición. Esta primera iniciativa debió sortear obstáculos simbólicos; la mayoría 
de los vecinos que participaron eran migrantes, por lo que consideraban que no 
contaban con la legitimidad necesaria para formular este tipo de demandas. Los 
recursos sociales – las redes y el capital social – de los habitantes del barrio 
tuvieron una importancia decisiva para la concreción de la presentación del 
recurso de amparo. Las vecinas que accedieron a presentarse como actoras en 
el expediente, lo hicieron debido a la confianza en las referentes migrantes que 
promovían esta acción.  
 Con la presentación del amparo dio inicio el período de mayor auge de la 
movilización política del Playón de Chacarita, marcado por masivas asambleas 
y niveles inéditos de participación de los vecinos. Se trataba de un barrio que 
nunca había protagonizado reclamos de este tipo (servicios públicos) y por esta 
vía (la judicial) ante el Estado. En ese período surgió la primera organización 
de habitantes: Vecinos Auto-convocados. La construcción de esta organización 
se vio ligada al proceso de judicialización. En el Playón de Chacarita no se 
realizaban grandes asambleas, con la excepción de aquellas convocadas por 
organizaciones de trabajadores desocupados o piqueteras; una de las experien-
cias sociopolíticas más notorias de Argentina.8  
 En ese contexto, la ‘urbanización’ del barrio se instaló en los debates entre 
vecinos, militantes y actores institucionales. En 2011 se presentó un proyecto 
de ley al Congreso Nacional, solicitando que el Estado nacional transfiera la 
propiedad de los terrenos a la CABA, para que ésta disponga la urbanización 
del asentamiento. En Argentina, el contexto institucional resulta un elemento 
clave para comprender la politicidad de los sectores populares (Merklen, 
2010). La complejidad de la organización federal del Estado argentino, que 
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habilita un juego político entre las administraciones de los distintos niveles que 
se superponen en los territorios, repercute y se amplifica en el ámbito de la 
competencia partidaria que, a su vez, se estructura a través de este orden esta-
tal. En el período analizado, las disputas entre el gobierno nacional (kirchneris-
ta) y el gobierno local (macrista) marcaron fuertemente el devenir de la vida 
política de los barrios populares de la CABA. 

La consolidación de la estrategia judicial 

La causa judicial iniciada en 2008 denunció al GCBA por el incumplimiento 
de la Ley Nro. 148/1998, y exigió que se dispongan los procesos participativos 
estipulados en todas las villas de la CABA. En el marco de esta causa, en 2011 
comenzó el proceso de ’intervención judicial’ del Playón de Chacarita. El 
equipo a cargo del desarrollo de la intervención era responsable por la realiza-
ción de los pasos necesarios para concretar el proceso eleccionario, y de operar 
como único intermediario entre el GCBA y los habitantes, a fin de canalizar, 
encauzar y responder a la totalidad de las necesidades del barrio. Este proceso 
se extendió durante el segundo semestre de 2011 y se estructuró en torno a un 
conjunto de actividades: la confección del padrón electoral, la elaboración de 
un estatuto, la presentación de las listas de candidatos y la votación.9  
 La intervención judicial impulsó dinámicas organizativas y participativas en 
el barrio. A diferencia de otras villas más antiguas – con mayor tradición polí-
tica – en el Playón de Chacarita el surgimiento de una organización vecinal se 
vio ligado a este proceso, y a la experiencia más amplia de judicialización ini-
ciada en 2008. Esta característica, registrada también en otros NAU que expe-
rimentaron intervenciones judiciales (Arqueros et al., 2011b), le imprimió ras-
gos particulares a su politicidad. 
 Además de las actividades estrictamente vinculadas a las elecciones, duran-
te la intervención judicial se realizaron reuniones, asambleas y talleres, que 
también contribuyeron al proceso de formación política que significó la expe-
riencia de la judicialización. Como marca Delamata respecto de otros procesos 
de este tipo, ‘el encuadramiento de las condiciones de vida de los habitantes de 
las villas alrededor de sus poderes jurídicos alteró la posición estructural de los 
villeros frente al Estado’ (2013a, p. 163). La intervención judicial posibilitó 
que muchos vecinos que nunca habían participado en la vida política local 
transitaran un proceso de aprendizaje con repercusiones significativas en los 
modos de concebirse a sí mismos (como ciudadanos) y a su relación con el 
Estado. Las ‘experiencias jurídicas de proximidad’ – el vínculo con abogados, 
asesores y funcionarios del Poder Judicial en el marco de este proceso – ‘con-
tribuyeron a generar una nueva relación de los habitantes de las villas con la 
política, apuntalada en su ciudadanía jurídica’ (Delamata, 2013a, p. 163). El 
proceso de judicialización permitió que los habitantes del barrio experimenten 
una práctica política y democrática por excelencia: votar en una elección. Para 
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los migrantes, incluso para aquellos que llevan décadas viviendo en el país, se 
trató de su primera votación en Argentina.  
 Los debates promovidos por la intervención judicial también pusieron al 
descubierto algunos de los conflictos existentes en el barrio. Una de las dispu-
tas que emergió durante las discusiones fue la que gira en torno a los derechos 
anclados en la ‘propiedad’ de las viviendas. En las villas, este conflicto opone a 
propietarios e inquilinos10, constituyéndose en la principal fractura en su so-
ciabilidad (Cravino, 2008). La percepción sobre el menor compromiso de los 
inquilinos con el mejoramiento del barrio es muy extendida, y justifica prácti-
cas que colocan a esta población (que incluye a amplios sectores de migrantes 
recientes) en una situación especialmente vulnerable. Esta visión se inscribe en 
el complejo sistema de estratificación social que rige en estos barrios, donde se 
articulan criterios diversos, como la nacionalidad, la clase social, el tiempo en 
el barrio, la propiedad de la vivienda y el uso que se le da a la misma (para vi-
vienda o para renta). 
 La intervención judicial incidió en las tramas locales de poder, convocando 
a nuevos actores y motivando disputas: de la mano de este proceso, dio inicio 
una nueva etapa de organización en el Playón de Chacarita, con política parti-
daria. Durante este proceso se sumó un nuevo actor político al escenario local: 
La Cámpora, la principal agrupación kirchnerista (en ese entonces, oficialista). 
La llegada de ésta y otras organizaciones kirchneristas generó procesos contra-
puestos. Por un lado, contribuyó a facilitar el acceso de la población a servicios 
y recursos, generando una mayor presencia del Estado nacional en un barrio 
que, hasta ese momento, sólo contaba con el reconocimiento reciente y parcial 
del Estado local. La reducción de la distancia institucional (Sigal, 1981) cons-
tituye un efecto muy importante, con consecuencias tangibles en la vida de los 
habitantes del barrio. Por otro lado, produjo significativas fracturas en el en-
tramado político local, al cooptar a varios delegados y referentes, que comen-
zaron a trasladar las prioridades de esta agrupación a las instancias políticas 
barriales. Esto generó confrontaciones con el resto de los actores quienes, des-
de las primeras iniciativas organizativas en el barrio, manifestaron su rechazo 
hacia la incorporación de una lógica partidaria.  
 En definitiva, la intervención judicial actuó como una ‘ventana de oportu-
nidad’ (Arqueros et al., 2011b). Sus consecuencias sociales y políticas fueron 
el producto de una particular interacción entre actores que desplegaron distin-
tas estrategias ante el ingreso del Poder Judicial al campo político local. La 
acción del Poder Judicial definitivamente abrió ‘un campo de posibilidades’ 
(Arqueros et al., 2011b) para el desarrollo de un conjunto de procesos que pue-
den (o no) conducir a avances en el cumplimiento de derechos vulnerados: en 
el Playón de Chacarita y otros barrios, estos derechos se articulan en la noción 
de ‘urbanización’, que la intervención judicial y el proceso general de judicia-
lización de los derechos contribuyeron a instalar en los imaginarios.  
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Los derroteros de la ‘urbanización’  

El período que se abrió tras la intervención judicial y que se extendió hasta el 
fin del trabajo de campo se vio marcado por procesos diversos y contradicto-
rios. La actividad estatal en el Playón de Chacarita se redujo considerablemen-
te después de la intervención judicial. No se dio inicio a un verdadero proceso 
de urbanización, sino que sólo se implementaron medidas paliativas, orientadas 
a brindar servicios de forma precaria. En 2013 se aprobó un presupuesto para 
la realización de obras en el barrio, que nunca fue ejecutado, en el marco de la 
sub-ejecución presupuestaria en materia socio-habitacional que ha caracteriza-
do a las administraciones de PRO en el GCBA (Rodríguez et al., 2011).  
 En el período reciente se ha dado a conocer una seguidilla de fallos judicia-
les que revierten los logros alcanzados por las villas y NAU a través de su ac-
cionar ante el Poder Judicial. Este repliegue de la justicia sobre sí misma resul-
ta preocupante porque reproduce, a nivel del Poder Judicial, el modus operandi 
que ha orientado la política urbana llevada adelante por Poder Ejecutivo local 
en los últimos años. La política del macrismo en el GCBA fue la creciente 
fragmentación de la problemática habitacional (Rodríguez et al., 2011). Esto ha 
tenido repercusiones negativas en las acciones de los delegados, quienes deben 
enfrentar complejos laberintos institucionales, que obstaculizan y desestimulan 
el curso de sus reclamos. El ostensible freno en los avances que éste y otros 
barrios habían conseguido en los últimos años tuvo efectos corrosivos en los 
procesos políticos locales: generó fracturas a la interna de los cuerpos de dele-
gados y desalentó la participación de los vecinos, que había alcanzado niveles 
muy importantes.  
 Desde la perspectiva de los actores involucrados en estos procesos, el fin de 
la intervención judicial dejó al barrio inmerso en un clima de grandes expecta-
tivas. Uno de los hitos más significativos de este ambiente fue la presentación 
en la Legislatura porteña de un proyecto de ley para la ‘reurbanización, con 
criterio de radicación definitiva en el lugar’ del Playón de Chacarita. Este pro-
yecto nunca fue discutido.  
 El camino hacia la urbanización del barrio no se desarrolló de acuerdo a los 
pasos trazados por la Ley Nro. 148/1998 y por el proceso judicial. Visiones 
distintas (y contrapuestas) sobre el rumbo a seguir comenzaron a hacerse evi-
dentes entre los delegados. La llegada al gobierno del barrio de referentes con 
trayectorias políticas, socio-habitacionales y migratorias disímiles, implicó la 
emergencia de desacuerdos políticos difíciles de dirimir. Estas diferencias se 
vieron intensificadas por la mayor presencia de actores políticos y partidarios, 
y por la competencia entre éstos. Con la instalación de disputas partidarias en 
el barrio se asistió a un debilitamiento de la unidad del cuerpo de delegados. 
También comenzó a delinearse una nueva agenda política, influida por los in-
tereses y las prioridades de las distintas agrupaciones. Pero más allá de estas 
divergencias, los actores políticos involucrados coinciden en un punto: la nece-
sidad de darle continuidad a los reclamos en la Justicia local, la estrategia que 
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ha generado los logros más tangibles (y también los más significativos) para el 
barrio.  
 Esta nueva agenda también se manifiesta en otro encendido debate: el que 
gira en torno al rol de las agrupaciones políticas en la lucha del barrio. Posturas 
opuestas respecto de si las organizaciones pueden o no acompañar estos proce-
sos en el marco de una apuesta a la construcción partidaria en el barrio, emer-
gen constantemente en los discursos políticos y en las conversaciones informa-
les. Estas visiones también se plasman en la discusión sobre la necesidad de 
articular con otros espacios, de construir un movimiento villero capaz de apun-
talar la posición de los habitantes de estos barrios ante el Estado. La aparición 
de la principal agrupación kirchnerista no fue la única transformación signifi-
cativa en el escenario político del barrio después de la intervención judicial: el 
accionar de las organizaciones de mayor antigüedad tampoco permaneció inal-
terado. Las dinámicas participativas de las organizaciones piqueteras, y parti-
cularmente el rol de los vecinos de las villas en éstas, también experimentaron 
algunos desplazamientos. Otro corolario de la complejización del escenario 
político del barrio fue que los desacuerdos se trasladaron a la causa judicial, a 
la que se sumaron los abogados de las distintas organizaciones políticas y par-
tidarias, sin contar con el aval del cuerpo de delegados electo. Este hecho gene-
ró fracturas y escisiones en este cuerpo, cuyos miembros interpretaron esta in-
tromisión como un gesto irrespetuoso hacia su condición de representantes le-
gítimos del barrio ante las distintas instancias del Estado. Un tema que se insta-
ló en las discusiones que se perfilan en este nuevo (y más denso) escenario po-
lítico es la necesidad de articular esfuerzos para lograr los objetivos políticos 
trazados al inicio del proceso de judicialización. El rol de las organizaciones 
políticas y sociales resulta central en este aspecto, y suscita posturas críticas y 
encontradas entre los distintos actores políticos.  
 Otra cuestión que se cristaliza y que invade los discursos de delegados, mi-
litantes y otros actores políticos en el período posterior a la intervención judi-
cial es la multiplicación de prácticas generalmente denominadas ‘clientelares’. 
Los distintos actores políticos son conscientes de las miradas sociales sobre 
estas prácticas; ese conocimiento filtra sus discursos y forma parte de la di-
mensión vivida de su actividad política (Quirós, 2011). Las prácticas ‘clientela-
res’ usualmente involucran a los oficialismos, tanto a nivel nacional como lo-
cal. La aparición (y rápida extensión) de estas prácticas, que carecían de ante-
cedentes en un barrio de reciente formación y politización, activó visiones ne-
gativas respecto del ‘clientelismo político’. Acusaciones de este tipo atraviesan 
a todo el arco de actores políticos: todos los delegados, referentes y militantes 
involucrados en estos procesos enfrentan sospechas de este tipo. Esta dinámica 
ha sido constatada por otras investigaciones, que han notado que ‘la definición 
social de quiénes encarnan y representan la política de la resistencia y la del 
clientelismo, es siempre dinámica y objeto de disputa’ (Quirós, 2011, p. 273). 
Estos imaginarios, anclados en las experiencias de los distintos actores, contri-
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buyen con los actuales procesos de fragmentación que se observan en el Playón 
de Chacarita y otros barrios.  
 Gran parte de los habitantes se encuentran relacionados, en mayor o menor 
medida, con alguna de las múltiples redes políticas de resolución de problemas 
(Auyero, 2001) presentes en el barrio. La mayoría de los delegados, los mili-
tantes de agrupaciones y otros actores políticos actúan como mediadores, utili-
zando su capital social y su centralidad posicional para conseguir y distribuir 
recursos entre los habitantes. Esta distribución se realiza en esquemas más o 
menos claros de intercambios que, en un barrio poblado mayoritariamente por 
migrantes que no votan, exceden a la tradicional fórmula de ‘favores por vo-
tos’. Los mediadores atribuyen significados positivos a sus acciones, al tiempo 
que condenan las prácticas de otros mediadores. Esta dinámica confirma la 
pertinencia de enfoques relacionales, que contribuyan a desentrañar las rela-
ciones que se entablan en los campos políticos locales. Sin embargo, y a dife-
rencia de los hallazgos del clásico trabajo de Auyero, los ‘clientes’ sí interpre-
tan a sus vínculos con los mediadores como relaciones de poder. Esta cons-
ciencia, producto de un sostenido proceso de politización (en el que las organi-
zaciones políticas y sociales desempeñan un papel central), se traduce en un 
amplio rechazo hacia estas prácticas. Este último aspecto se vincula con un 
proceso aún más amplio: el rechazo generalizado hacia ‘la política’ o, mejor 
dicho, hacia su acepción negativa, aquella que la cuestiona moralmente. Los 
vecinos manifiestan un cierto hastío respecto de la política partidaria, que con-
duce a constantes intentos por desmarcarse políticamente (partidariamente) por 
parte de los delegados y referentes. Sin embargo, también existen visiones que 
entienden que la política va más allá de los espacios estructurados. 
 En lo que respecta al funcionamiento del cuerpo de delegados, otro obstácu-
lo identificado es que, en el actual esquema de mantenimiento de los servicios 
precarios en el barrio, los delegados se ven sobrepasados por actividades coti-
dianas de mediación, principalmente entre los vecinos y los empleados de las 
empresas que prestan estos servicios. La persistente demanda – por parte de 
delegados y vecinos – de cierto liderazgo de las organizaciones políticas y so-
ciales en los procesos políticos que se vienen desarrollando en el barrio y res-
pecto de la vivienda en general, también aparece como un problema. Esto se 
vincula con el hecho de que estas disputas se libran en gran parte en el campo 
judicial, en el cual es necesario contar con cierta expertise, que es provista por 
actores externos, como abogados, asesores, etc. Pero, además, el cuerpo de 
delegados no logró consolidarse como un espacio completamente autónomo, 
manteniendo vínculos con organizaciones y referentes políticos, que inciden 
fuertemente en la agenda de la política barrial.  
 Un corolario general de estos procesos ha sido la pérdida de la efervescen-
cia de la vida política del barrio. Las causas de este estancamiento son múlti-
ples y de diversa índole. Varios actores le atribuyen este déficit de participa-
ción de los habitantes de las villas a procesos culturales e históricos. Esto des-
favorece las acciones orientadas a contribuir con una futura (e incierta) urbani-
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zación: por ejemplo, el respeto hacia ciertas pautas en la construcción de las 
viviendas, a los efectos de preservar los espacios comunes. La ‘desciudadani-
zación’ heredada del neoliberalismo también es señalada como un elemento 
cultural que limita el compromiso político de los villeros. También se mencio-
na frecuentemente la ‘dependencia letal de los subsidios’,11 que contribuye con 
la reproducción de lógicas ‘clientelares’ que generan desconfianza y fragmen-
tación. La extensión del trabajo informal entre los habitantes del barrio, y el 
desgaste físico y mental que éste produce, tampoco colaboran. Sumado a esto, 
si bien durante la intervención judicial se instaló la idea de la ‘urbanización’ 
como un proceso participativo (a través de los delegados electos) y respetuoso 
de la trama barrial construida y de las distintas necesidades de los habitantes 
del barrio, aún persisten ciertos miedos, incluso entre los propios delegados.  

¿Hacia una nueva cuestión política villera? 

La politicidad del Playón de Chacarita se desarrolla en un lapso algo superior a 
una década, período en el cual experimenta diferentes procesos, que se expre-
san de formas particulares (acordes a sus características), al tiempo que res-
ponden a las tendencias políticas generales que marcan a Argentina y a la 
CABA en esos años. Si bien el barrio vivencia – y su politicidad condensa – 
los fenómenos sociopolíticos más resonantes del período – organizaciones pi-
queteras, comedores comunitarios, cartoneros,12 asambleas barriales, tomas de 
tierras – es recién a partir de 2008 que comienza a cobrar forma su experiencia 
política más significativa: la judicialización de los derechos de sus habitantes, 
de la cual la ‘intervención judicial’ del barrio constituye un hito relevante.  
 Los procesos de movilización socio-legal por el derecho a la vivienda han 
contribuido a la instalación de un intenso debate público sobre las obligaciones 
del Estado y el alcance de este derecho, especialmente en el caso de los secto-
res en situaciones de vulnerabilidad habitacional. Si bien este debate comienza 
a perfilarse desde la crisis, cobra forma en los últimos años, con la participa-
ción activa de referentes políticos, funcionarios públicos, académicos y perso-
nas cuyos derechos se encuentran vulnerados. El debate se ve amplificado y 
distorsionado por la acción de los medios de comunicación. La vivienda vuelve 
a posicionarse entre las principales reivindicaciones de los sectores populares 
organizados en la CABA, retomando una centralidad que había perdido ante la 
emergencia de los reclamos por trabajo que se afianzaron desde la década de 
1990.  
 Las transformaciones estructurales que demanda la plena vigencia del dere-
cho a la vivienda evidentemente exceden la capacidad del ámbito judicial. Sin 
embargo, la lucha de un conjunto de barrios ha instalado la idea de que la vi-
vienda es un derecho exigible. El caso del Playón de Chacarita arroja resulta-
dos similares: un conjunto de vecinos construyó, en el marco de estos procesos, 
un pensamiento crítico y una consciencia acerca de sus derechos y de las obli-
gaciones del Estado. Este conocimiento de los derechos constituye una segunda 
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instancia del proceso de movilización política: una etapa superadora de las 
primeras demandas en las que predominaban exigencias ‘instrumentales’, que 
avanza hacia una reconfiguración de la problemática, ahora expresada en un 
lenguaje de derechos. Este aprendizaje produce un efecto de enmarcamiento 
(Delamata et al., 2014), influye en las demandas subsiguientes, que son formu-
ladas en este lenguaje. Este significativo corolario ha sido el producto de un 
sostenido proceso de politización de los vecinos en general, y de aquellos que 
se involucraron en las distintas instancias políticas en particular.  
 El proceso de politización que se ha venido desarrollando desde la forma-
ción del Playón de Chacarita se vio potenciado por la ‘ventana de oportunidad’ 
que representó la intervención judicial. Sin embargo, las raíces de estos proce-
sos se remontan al ciclo de autonomización política de la ciudad y a las resis-
tencias generadas en la década de 1990 y plasmadas en instrumentos normati-
vos (como la Ley Nro. 148/1998, pilar de la movilización política analizada). A 
su vez, remiten al último ciclo de protesta.13 las organizaciones sociales y polí-
ticas surgidas en ese contexto emergen como actores centrales en los procesos 
estudiados, apuntalando este proceso de politización. Este proceso de politiza-
ción también ha sido habilitado por el contexto político más amplio del país (en 
el que el kirchnerismo aparece como un fenómeno clave) y de la región (que 
asiste a un giro significativo en el signo político de la mayoría de los gobier-
nos, con importantes repercusiones en el campo organizativo).14  
 En el caso de los delegados y referentes – las personas políticamente más 
activas – el proceso de politización comienza antes de la judicialización de los 
derechos: empieza cuando muchos de ellos se vinculan a organizaciones socia-
les y políticas, en el contexto de la crisis y del ciclo de protesta que ésta desen-
cadena en el país. El tránsito por distintos espacios organizacionales – muchas 
veces anterior al ciclo de protesta – sedimenta varios aprendizajes, que se reac-
tivan de modos específicos en el contexto de la lucha por la urbanización del 
barrio: el rechazo hacia la política partidaria, las prácticas ‘clientelares’ y ‘la 
política’ (en su acepción negativa), se cuentan entre estos legados.  
 El análisis de la politicidad que se configura en el Playón de Chacarita 
muestra que las experiencias políticas previas se articulan con los aprendizajes 
de las distintas instancias que componen la judicialización de los derechos. 
Esta articulación produce un repertorio de acción colectiva de características 
novedosas: uno que conjuga elementos estudiados por numerosas investigacio-
nes, con otros surgidos de la experiencia de la judicialización. El entramado de 
actores políticos que protagoniza los procesos de movilización recurre a distin-
tas combinaciones de piquetes,15 marchas a oficinas públicas, prácticas de au-
togestión (de vivienda, obras y servicios), asambleas barriales, presentaciones 
judiciales, reuniones privadas con funcionarios estatales, referentes políticos y 
empleados de empresas prestadoras de servicios, articulación en espacios inter-
villas, difusión y denuncia a través de las redes sociales, entre muchas otras. 
Los efectos de estas formas renovadas de acción colectiva aún se encuentran en 
curso, y deben seguir siendo problematizados.  
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 Los procesos enmarcadores que orientan las distintas acciones que confor-
man este repertorio se sintetizan en el término ‘urbanización’. Esta noción, 
deudora del enfoque de derechos que sustenta la movilización socio-legal, se 
nutre de varios elementos, como la idea de radicación que circula en las nor-
mativas sobre villas (y otros hábitats populares latinoamericanos) desde la dé-
cada de 1990. La ‘urbanización’ aparece como la solución propuesta ante la 
situación problemática que subyace a la existencia de las villas: la crisis habi-
tacional, producida por la acción conjunta del modelo de desarrollo urbano y la 
relegación de las zonas periféricas, que impulsa las migraciones hacia los cen-
tros urbanos. Uno de los componentes centrales de la noción de urbanización 
es que persigue la propiedad de la tierra. Más allá de las imprecisiones que ro-
dean al término ‘urbanización’, es necesario subrayar que, en tanto guía, am-
plía el horizonte de las demandas de la población de las villas: éstas ya no se 
circunscriben solamente a las necesidades más urgentes de estos territorios de 
relegación, sino que apuntan también a cuestiones más ambiciosas, como su 
integración. La ‘urbanización’ es la fórmula que condensa las respuestas a los 
problemas más acuciantes de las villas: las aristas materiales y simbólicas de la 
desafiliación (Merklen, 2010). 
 La otra cara simbólica de estos procesos ha sido la profunda resignificación 
del lugar del barrio. El barrio ocupa una posición central en los fenómenos so-
ciopolíticos que emergen en el país en las últimas décadas, marcados por la 
inscripción territorial de sus protagonistas: los sectores populares. La moviliza-
ción política del Playón de Chacarita no es una excepción a esta tendencia: por 
el contrario, los diversos procesos que la componen se estructuran en torno al 
barrio. La influencia del territorio se adivina en las clásicas categorías de dele-
gado y referente barrial, que indican la espacialidad de esa relación social 
(Grimson, 2009). Los procesos de movilización política analizados brindan 
elementos que permiten cuestionar los sentidos negativos generalmente atri-
buidos a éste y otros barrios populares, y ensalzar sus significados positivos, 
redundando en una relación menos conflictiva con el mismo. La resignificación 
del barrio impulsada por la movilización política se expresa en una multiplica-
ción de discursos que promueven la afirmación del lugar de residencia, en opo-
sición a la negación que marcaba a las estrategias empleadas en el pasado (no 
sólo en el Playón de Chacarita, sino en las otras modalidades residenciales por 
las que transitaron sus habitantes). 

Conclusiones  

Las investigaciones que han analizado las experiencias de intervención judicial 
en las villas han intentado establecer si éstas fortalecen o debilitan la acción 
política y la organización de estas comunidades (Arqueros et al, 2013). El es-
pectro de actores políticos valora los logros ‘formales’ de este proceso; las vic-
torias – si bien parciales – de la ‘lucha por la vivienda’ en el plano institucional 
contradicen a las miradas que limitan las batallas de los pobres urbanos al 
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plano de la informalidad. Merklen, por ejemplo, sostiene que ‘como habitantes 
del barrio, los ‘ciudadanos’ pueden intentar movilizar el derecho a su favor 
(‘tenemos derecho a la vivienda’), pero difícilmente estarán en condiciones de 
modificar la ley o de tener influencia sobre el orden institucional’ (2010, p. 
182). Las renovadas interpretaciones judiciales de leyes largamente incumpli-
das (como la Ley Nro. 148/1998), las nuevas normativas (sobre urbanización 
de villas) y las instituciones especialmente creadas (como la denominada ‘Se-
cretaría Villera’,16) señalan que la movilización de los habitantes de las villas y 
del arco de actores políticos que los apoya sí ha logrado inscribir sus demandas 
en el plano del derecho. No obstante, es preciso problematizar los impactos de 
estos logros: la formalización de la representación política trajo aparejadas 
nuevas disputas de poder en los campos políticos locales. La evolución de las 
estructuras de representación de los barrios debe seguir siendo analizada, a los 
efectos de evaluar sus consecuencias, tanto en términos de la vida política de 
estos espacios, como de logros vinculados con la urbanización.  
 Más allá de la consolidación de la representación política de los barrios, 
otro significativo efecto emergente de la intervención judicial es que ésta actuó 
como una plataforma para la participación de los vecinos. Una participación 
que, en muchos casos, se traslada también a otras instancias, no sólo barriales, 
sino también organizacionales. En contraste con el pasado, se asiste a una reva-
lorización de la participación de los habitantes de las villas, de sus opiniones y 
sus aportes, legado de los procesos sociopolíticos de la última década. Estos 
procesos, no obstante, coexisten con persistentes críticas hacia el insuficiente 
involucramiento de los habitantes de las villas en los asuntos de sus barrios. 
 Por último, los logros formales de la movilización política también son in-
terpretados en clave de reconocimiento, uno de los principales motores de la 
movilización política de los habitantes del Playón de Chacarita y otros barrios 
populares. Es preciso dimensionar la importancia que adquiere esta búsqueda 
de reconocimiento, especialmente tratándose de personas que, en su mayoría, 
transitaron experiencias socio-habitacionales fuertemente invisibilizadas,17 para 
luego instalarse en un barrio que, durante el mayor tramo de su existencia, optó 
también por una estrategia de invisibilización y distancia del Estado. El reco-
nocimiento que persigue la movilización de los habitantes del barrio adopta 
diferentes facetas, que interpelan a distintos actores. Por un lado, se busca que 
el Estado, a través de sus diferentes agencias, reconozca la existencia del ba-
rrio: que admita que allí habitan personas con derechos, cuya efectivización 
constituye su obligación. Por otro lado, se espera que el Estado y otros actores 
– como las organizaciones, los referentes políticos, las empresas prestadoras de 
servicios, etc. – reconozcan que el barrio tiene representantes legítimos, elegi-
dos por sus habitantes. 
 Si bien estas transformaciones forman parte de un ‘incipiente dinamismo 
político de la acción villera originada en la movilización legal’ que estaría in-
dicando ‘un desplazamiento del campo organizativo y activista más allá de los 
estrados judiciales’ y, aún más importante, ‘un crecimiento cualitativo de la 
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cuestión política villera’ (Delamata et al., 2014, p. 438), en la medida en que se 
trata de un proceso reciente y aún en curso, es preciso ser precavidos en las 
interpretaciones y, sobre todo, en las proyecciones al respecto. Los logros de 
este proceso de movilización son múltiples y variados, pero también lo son los 
obstáculos que enfrenta. Los reveses sufridos por algunas sentencias logradas 
en primera instancia señalan los límites de la estrategia judicial para dirimir 
conflictos que son, en última instancia, políticos. Estos límites llevan a los sec-
tores populares a reinventar permanentemente sus repertorios de acción colec-
tiva; a desafiar, en definitiva, los horizontes de su imaginación política.  
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bano Regionales, Vol. 43, Nro. 129. 
 
Luciana Vaccotti 
Instituto de Investigaciones Gino Germani 
Facultad de Ciencias Sociales,  
Universidad de Buenos Aires 
Uriburu 950, 6º piso 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires (1114) 
Argentina 
 

Notas 

  1. Ley de atención prioritaria a la problemática social y habitacional en las villas y los 
núcleos habitacionales transitorios (NHT).  

  2. Durante la crisis, el PBI del país se redujo en más del 11 por ciento, el desempleo au-
mentó al 21,5 por ciento y el porcentaje de la población viviendo con ingresos por deba-
jo de la línea de pobreza alcanzó un techo histórico de 55 por ciento (Beccaria et al, 
2005). 

  3. El estudio de caso forma parte de mi tesis del Doctorado en Ciencias Sociales de la Uni-
versidad de Buenos Aires, titulada ‘En los márgenes de la política. Migrantes y movili-
zaciones por el derecho a la vivienda en las villas de la ciudad de Buenos Aires: el caso 
del Playón de Chacarita (2001-2014)’, (Vaccotti, 2014).  
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  4. La reforma constitucional de 1994 incorporó una serie de pactos, tratados y convencio-

nes internacionales de derechos humanos a la Constitución Nacional, incidiendo en la 
ampliación del catálogo de derechos y del espacio jurisdiccional para los reclamos.  

  5. Este concepto describe el modo de inserción social de las clases populares, su forma de 
estructuración a través del barrio, y los rasgos específicos que adopta la política popular, 
que incluyen una vía particular de conexión con las instituciones, así como un punto de 
apoyo local para la acción colectiva. 

  6. En Argentina, el amparo (individual y colectivo) tuvo su origen en la jurisprudencia y 
legislación pero, a partir de la reforma constitucional de 1994, se incorporó a la Consti-
tución Nacional (artículo 43).  

  7. En la década de 1980 empezaron las primeras ocupaciones ilegales de inmuebles y bal-
díos en Buenos Aires. Se trataba de individuos o familias de sectores populares que or-
ganizaban su vida cotidiana en viviendas públicas o privadas abandonadas, en piezas de 
inquilinatos intrusadas por el cese de pago, o en depósitos o fábricas cerradas u otros lu-
gares ociosos de la ciudad. Esta forma de hábitat popular, fuertemente estigmatizada y 
reprimida, persiste hasta la actualidad (Carman, 2006; Rodríguez, 2005). 

  8. Por más información, consultar Merklen (2010), Svampa y Pereyra (2009), Quirós 
(2006, 2011), Delamata (2004), Auyero (2004), entre otros. 

  9. La votación se realizó en noviembre de 2011. Participó un 45,7 por ciento del padrón 
(que ascendía a 1.084 personas). 

10. En las villas de Buenos Aires funciona un mercado inmobiliario informal: transacciones 
inmobiliarias mercantilizadas, que no se ajustan a las normas legales y urbanas, que no 
se adaptan a la lógica económica formal de la comercialización de inmuebles, y cuyos 
protagonistas interactúan por fuera de las regulaciones económicas legales (Cravino, 
2006). 

11. Los habitantes de los barrios precarios acceden a un amplio catálogo de subsidios pro-
porcionados por el Estado Nacional y local, por lo cual son fuertemente estigmatizados.  

12. La actividad laboral conocida como cartoneo consiste en la recuperación informal de 
residuos. Se expandió exponencialmente a partir de la crisis de 2001, y aún se encuentra 
fuertemente estigmatizada, exhibiendo niveles de informalidad extremos y sin recono-
cimiento social (Dimarco, 2007).  

13. El que se extendió entre mediados de la década de 1990 y los años inmediatamente pos-
teriores a la crisis de 2001. 

14. Este último aspecto debe ser problematizado ante la multiplicación de gobiernos de 
signo conservador en la región.  

15. Inicialmente se denominó así a los cortes de ruta realizados por las organizaciones de-
nominadas piqueteras.  

16. Secretaría Ad Hoc para el trámite de los expedientes colectivos en materia de derechos 
económicos sociales y culturales del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso 
Administrativo y Tributario Nº 2. 

17. Por ejemplo, la ocupación de inmuebles y baldíos (Carman, 2006; Rodríguez, 2005). 
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